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Concepto No. 5600   

Bogotá, D.C., 15 de julio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:
Revisión constitucional de la Ley 1591 del 20 de noviembre de 2012, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Convenio sobre responsabilidad internacional por daños causados por objetos espaciales’ hecho en Washington, Londres y Moscú, el 29 de marzo de 1972”.

Magistrado Ponente: Dr. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO             Expediente LAT-403.
Concepto No. 5600
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2., y 278, numeral 5., de la Constitución Política, y con el artículo 7° del Decreto 2067 de 1991, el Jefe del Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia. 
1.
Preliminares
Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10°, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió a la Corte Constitucional, el 22 de noviembre de 2012, copia auténtica de la Ley 1591 del 20 de noviembre de 2012, que contiene aprobado el instrumento público internacional de la referencia, ante lo cual el Magistrado Ponente, mediante auto de 15 de enero de 2013, avocó el conocimiento del presente proceso y ordenó la práctica de pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su Ley aprobatoria.

2.
Análisis formal

Por Aprobación Ejecutiva del 19 de julio de 2011, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter el “Convenio sobre la responsabilidad internacional por daños causados por objetos espaciales” hecho en Washington, Londres y Moscú, el 29 de marzo de 1972, a la consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta Política.
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.
Vistos los documentos que obran en el expediente se puede establecer que el proyecto de ley radicado con los números 115 de 2011 en el Senado y 250 de 2012 en la Cámara tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue radicado por el Gobierno Nacional  en el Senado de la República el 7 de septiembre de 2011, por medio de los Ministros de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y de Relaciones Exteriores. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 667 del 7 de septiembre de 2011. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos constitucionales de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154) y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por el Senador Carlos Fernando Motoa Solarte, conforme se desprende de la Gaceta del Congreso No. 865 de 2011. 

El Proyecto de Ley fue anunciado en tres oportunidades, la primera consignada en el Acta 14 del 30 de noviembre de 2011, publicada en la Gaceta del Congreso 154 de 2012, la segunda el 21 de marzo de 2012, según información registrada en el Acta número 16, publicada en la Gaceta del Congreso 233 de 2012, y la tercera, en la sesión el 28 de marzo de 2012, tal y como consta en el Acta número 18 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 233 del 15 de mayo de 2012, en la que se lee: “por instrucciones de la presidente de la Comisión Segunda del Senado de la República, anuncio de discusión y votación de proyectos de ley para la próxima sesión (Artículo 8° del acto legislativo N°. 01 de 2003 […] 2. Proyecto de ley número 115 de 2011 Senado”. Y al final se observa: “citamos para el martes 10 de abril a las 10:00 a.m. para discutir los proyectos anunciados”.
En efecto, el proyecto de ley fue aprobado el 10 de abril de 2012, según consta en el Acta No. 19 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 233 de 2012.
Según certificación del Secretario General de la Comisión Segunda del Senado, la proposición final, la omisión de la lectura del articulado, el articulado propuesto, el título del proyecto y el querer que éste tenga segundo debate y se convierta en Ley de la República, fueron aprobados conforme al artículo 129 del Reglamento del Congreso, modificado por el artículo 1° de la Ley 1431 de 2011. En relación con el quórum, el citado funcionario manifestó que quedó integrado por los 13 Senadores que conforman la Comisión Segunda del Senado, algunos de los cuales contestaron la lista al iniciar la sesión y otros se hicieron presentes durante el transcurso de la misma.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por el Senador Carlos Fernando Motoa Solarte y fue publicada en la Gaceta del Congreso No. 165 del 20 de abril de 2012.

Posteriormente, el Proyecto fue anunciado el 22 de mayo de 2012, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República No. 48 publicada en la Gaceta del Congreso No. 414 del 10 de julio de 2012, en la que se lee: “[P]or instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión […] Proyecto de ley número 115 de 2011 Senado”. En la parte final del acta se indica que “[s]iendo las 11:40 p.m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para el día miércoles 23 de mayo de 2012, a las 3:00 p. m”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el día 23 de mayo de 2012, con un quórum de 93 de 100 senadores y mediante votación ordinaria conforme al artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, como consta en el Acta de Plenaria No. 49 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 415 de 10 de julio de 2012, según se desprende de lo consignado en esta gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 14 de febrero de 2013.
El texto definitivo del proyecto de ley aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 292 del 31 de mayo de 2012.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Víctor Hugo Moreno Bandeira y aparece publicada en la Gaceta del Congreso 512 de 2012.
El Proyecto de Ley fue anunciado en la sesión del 28 de agosto de 2012, tal y como consta en el Acta número 7 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 692 del 12 de octubre de 2012, en la que se lee: “Anuncios de proyectos de ley para discusión y aprobación en primer debate para la próxima sesión en donde se debaten y aprueben proyectos de ley, para dar cumplimiento al artículo 8° del Acto Legislativo número 01 de 2003. […] Proyecto de ley número 250 de 2012 Cámara, 115 de 2011 Senado”. Y al final se consignó: “[a]gotado el Orden del Día se levanta la sesión y se cita para mañana a las 10 de la mañana”.
El proyecto de ley fue aprobado el 5 de septiembre de 2012, según consta en el Acta No. 9 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 730 del 25 de octubre de 2012.
En relación con este punto, la Procuraduría observa: que entre el anuncio y la aprobación del proyecto de ley media una sesión sobre control  político en la que no se anunciaron ni debatieron proyectos, situación que generó una aparente violación al artículo 160 superior desarrollado por el artículo 8 del Acto Legislativo 01 de 2003. Sin embargo en la sesión del 28 de agosto de 2012, al momento de señalarse el anuncio y la fecha para discusión y aprobación de los proyectos de ley, la Secretaria General de la Comisión Segunda de la Cámara utilizó la expresión “para la próxima sesión en donde se debaten y aprueben proyectos de ley”, fecha que se considera determinable por los congresistas, al tenor de lo dispuesto por la Corte Constitucional
.

Por lo anterior, considera esta Vista Fiscal que se respetó la cadena de anuncios exigida por la Carta.

La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Víctor Hugo Moreno Bandeira y publicada en la Gaceta del Congreso No. 651 del 28 de septiembre de 2012.
El proyecto fue anunciado en sesión del 9 de octubre de 2012, según consta en el Acta 159 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 81 del 12 de marzo de 2013, en la que se lee: “[s]e anuncian proyectos para el día miércoles 10 de octubre del 2012 o para la siguiente Sesión Plenaria en la cual se debatan proyectos de ley o actos legislativos, de acuerdo al Acto Legislativo número 01 de julio 3 de 2003, en su artículo 8°. […] Proyecto de ley número 250 de 2012 Cámara, 115 de 2011 Senado”. Y al final se observa: “[s]e cita para mañana a las 3:00 a votación de proyectos de ley. Muchas gracias”.
Efectivamente, el proyecto fue debatido y aprobado por unanimidad mediante votación ordinaria en la sesión plenaria que se llevó a cabo el 10 de octubre de 2012, como consta en el Acta No. 160 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 82 del 12 de marzo de 2013, con la asistencia de 140 Representantes, según se desprende de lo consignado en esta Gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General de la Cámara de Representantes el 21 de enero de 2013. 

Visto el procedimiento legislativo descrito, esta Jefatura concluye que se cumplió con la exigencia constitucional del inciso primero del artículo 160
 y que se le dio cabal cumplimiento al artículo 162 Superior, en donde expresamente se señala que “ningún proyecto de ley podrá ser considerado en más de dos legislaturas”.
Igualmente, se advierte que el Proyecto de Ley no fue modificado, por lo que no hubo lugar a conciliación, y de tal manera no existe publicación de Informe de conciliación requerida por el artículo 9° del Acto legislativo 01 de 2003.

Por lo tanto, luego de estudiar el proceso de formación de la Ley 1591 de 2012, “El Convenio sobre la responsabilidad internacional por daños causados por objetos espaciales”, hecho en Washington, Londres y Moscú, el 29 de marzo de 1972, el Jefe del Ministerio Público no advierte la existencia de vicio alguno.

Por último, se tiene que el 20 de noviembre de 2012 el Presidente de la República sancionó la Ley 1591 de 2012, por medio de la cual se aprueba el Tratado objeto de estudio. Como consecuencia de ello, el texto de la Ley 1591 de 2012 fue remitido por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República a la Corte Constitucional el día 22 de noviembre de 2012, cumpliendo así el término de 6 días establecido en el artículo 241.10 Superior.

3. Análisis material

A continuación se revisará el contenido material del tratado internacional sub examine para verificar si se ajusta al orden constitucional que lo ha de acoger.

Dada la desenfrenada proliferación de objetos espaciales desde la segunda mitad del siglo XX, como consecuencia de los avances tecnológicos en el campo espacial, las Naciones Unidas han considerado necesario implementar mecanismos regulatorios eficaces que controlen esta actividad.

Dentro de la exposición de motivos del proyecto que a la postre se convertirá en la Ley 1591 de 2012, se pone de presente que, dentro de los múltiples campos de acción de las Naciones Unidas, se encuentra el del derecho internacional. Este campo tiene una gran importancia, dada la necesidad de alcanzar un desarrollo progresivo y codificado de este derecho.

Las Naciones Unidas son el escenario adecuado para coordinar y desarrollar el derecho internacional en materia de espacio ultraterrestre. Esta materia, dentro de la organización de las Naciones Unidas, le corresponde a la Comisión sobre la Utilización del Espacio Ultraterrestre con fines pacíficos y la Subcomisión de Asuntos Jurídicos.

Como uno de los antecedentes de mayor relevancia en la materia que nos ocupa, se encuentra la Declaración de los principios jurídicos que deben regir las actividades de los Estados en la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, dada en 1963. Luego de esta declaración, se desplegaron en el seno de las Naciones Unidas cinco tratados multilaterales que conforman el “Iuris Spatialis Internationalis” sobre la base de dichos principios.  

La suscripción del presente Convenio representa un avance significativo en la responsabilidad que deben asumir, tanto los Estados como las Organizaciones Internacionales Intergubernamentales, que participan activamente en el lanzamiento de los objetos espaciales para la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, frente a los daños que puedan causar a personas y/o bienes a causa de estas prácticas. Hecho que favorece a nuestro país ya que tiene una posición estratégica por su situación geográfica que hace que se encuentre en riesgo de ser afectado por los lanzamientos y el reingreso de objetos espaciales. 
Así, el Convenio consta de un preámbulo y veintiocho (28) artículos, cuyo contenido es el siguiente:

En la parte del preámbulo contiene expresiones de buena voluntad tendiente a fortalecer los lazos entre las Partes.
El artículo 1° contiene el significado de las expresiones “daño”, “lanzamiento” y “objeto espacial” todas ellas fundamentales para la comprensión del Convenio. 
Los artículos 2° a 7° consignan los eventos en que se considera la responsabilidad absoluta o solidaria de un Estado, dentro del marco del presente Instrumento Internacional, las causales de exoneración y los eventos en que no se dará aplicación al Convenio. 
Los artículos 8° a 11 establecen las situaciones en las que procede la reclamación de indemnización, su trámite y plazo.
Los artículos 12 y 13 indican que el pago de indemnización se realizará conforme al derecho internacional y a los principios de justicia y equidad, igualmente, determina la moneda en que se debe pagar dicha indemnización.

Los artículos 14 a 20 hacen referencia a los eventos en que se dará lugar a la comisión de reclamaciones, su composición, funcionamiento y costas.   
Los artículos 21 a 28 regulan las cláusulas generales, tales como la cooperación en caso que el daño causado pueda constituir un peligro a gran escala, la aplicación del Acuerdo a organizaciones internacionales, su compatibilidad con otros instrumentos internacionales, los procedimientos a seguir para su ratificación y adhesión, la proposición de enmiendas, la revisión del texto, el retiro de Estados Parte y los idiomas auténticos. 
El Ministerio Público considera que el presente instrumento internacional desarrolla las reglas establecidas en los artículos 9°, 224, 226 y 227 de la Constitución Política, por cuanto impulsa y promueve canales para lograr una indemnización plena y equitativa a las víctimas de daños ocasionados por objetos espaciales. Así, con este reconocimiento se orientan las relaciones exteriores del Estado colombiano sobre la base del respeto a la soberanía nacional y la autodeterminación de los pueblos, en igual sentido, la internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas, teniendo como principio la equidad, igualdad y reciprocidad, pues al establecer normas y procedimientos idóneos que permitan determinar la responsabilidad de los Estados y las Organizaciones Internacionales Intergubernamentales frente a los daños causados por objetos espaciales, contribuye al desarrollo progresivo del derecho internacional, que regula la explotación y utilización del espacio ultraterrestre.

Así las cosas, al estudiar el Convenio sub examine tanto en su aspecto formal como material, este despacho considera que se ajusta a los preceptos constitucionales porque, primero, se cumplen los requisitos exigidos por la Constitución y la ley para convertirse en parte integrante del ordenamiento jurídico interno, y, segundo, su contenido desarrolla  y  respeta los preceptos consagrados en la Carta  Política, pues busca salvaguardar los intereses superiores del Estado dentro de un marco de reciprocidad y conveniencia nacional.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD del “Convenio sobre responsabilidad internacional por daños causados por objetos espaciales’, hecho en Washington, Londres y Moscú, el 29 de marzo de 1972”, y de la Ley 1591 del 20 de noviembre de 2012, por medio de la cual fue aprobado el citado instrumento internacional.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/Yortiz
� Puede verse, entre otras, la sentencia C-169 de 2012 (M.P.  Maria Victoria Calle Correa).


� ARTICULO 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días.
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